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dos terceras partes, ratificado por los dos tercios de las enti-
dades consorciales.

b) Por acuerdo unánime de todos los Entes Territoriales
consorciados.

2. El acuerdo de disolución determinará la forma que
haya de procederse a la liquidación de los bienes del Consorcio
y la reversión a los Entes Consorciados de las obras, insta-
laciones y, en general, de los bienes propios y de los que
el Consorcio administrase en régimen de cesión de uso, cuya
titularidad correspondiese a otras Entidades o Administraciones
Públicas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. La entrada en vigor de los presentes Estatutos
se producirá, una vez aprobados definitivamente por los Entes
Consorciados, al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial de la Junta de Andalucía, conteniéndose en los referidos
Estatutos su objeto, fines y miembros que lo integran.

Segunda. La reunión constitutiva del Consejo Rector del
Consorcio tendrá lugar dentro de los diez días siguientes a
la fecha de la publicación a que se refiere la disposición
anterior.

En dicha reunión constitutiva se procederá a la desig-
nación y constitución de los órganos de gestión, gobierno y
representación y a la fijación de la fecha y hora de celebración
de las reuniones ordinarias de los indicados órganos con-
sorciales.

CORRECCION de errores a la Resolución de 8
de mayo de 2002, de la Secretaría General Técnica,
por la que se notifica la adoptada por el Consejero
de Gobernación al recurso de alzada interpuesto por
don José Millán Carrillo, en representación de Promo-
ciones Milcasur, SL, contra otra dictada por el Delegado
Provincial de Málaga, recaída en el expediente núm.
PC-248/98.

Advertido error en la Resolución mencionada, publicada
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 66,
de 6 de junio de 2002, se procede a efectuar la siguiente
corrección:

En la página 9.605, columna izquierda, en el texto del
apartado del Sumario dice:

«Resolución de 8 de mayo de 2002, de la Secretaría
General Técnica, por la que se notifica la Resolución adoptada
por el Consejero de Gobernación al recurso de alzada inter-
puesto por doña Helena Rivelles Sesto contra otra dictada
por el Delegado Provincial de la Consejería de Trabajo e Indus-
tria en Málaga, recaída en el Expte. núm. PC 248/98.»

Y debe decir:

«Resolución de 8 de mayo de 2002, del Ilmo. Sr. Secre-
tario General Técnico, por la que se notifica la Resolución
adoptada por el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación al recur-
so de alzada interpuesto por don José Millán Carrillo, en nom-
bre y representación de “Promociones Milcasur, S.L.”, contra
otra dictada por el Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Con-
sejería de Trabajo e Industria en Málaga, recaída en el Expte.
núm. PC 248/98.»

CONSEJERIA DE EMPLEO Y DESARROLLO TECNOLOGICO

ORDEN de 2 de julio de 2002, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa FCC Medio Ambiente, SA, encargada
de la limpieza viaria y recogida de residuos sólidos
urbanos en las localidades de Vejer, Medina Sido-
nia-Benalup, San José del Valle, Paterna de la Rivera
y Alcalá de los Gazules (Cádiz), mediante el estable-
cimiento de servicios mínimos.

Por los Delegados de Personal de la empresa FCC Medio
Ambiente, S.A. ha sido convocada huelga durante los días
12 de julio a 31 de agosto de 2002, ambos inclusive, desde
las 0,00 horas hasta las 24 horas y que, en su caso, podrá
afectar a todos los trabajadores de dicha empresa encargada
de la limpieza viaria y recogida de residuos sólidos urbanos
en las localidades de Vejer, Medina Sidonia-Benalup, San José
del Valle, Paterna de la Rivera y Alcalá de los Gazules (Cádiz).

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimien-
to de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo
10 del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresa encargadas de servicios públicos o de
reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas nece-
sarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquéllos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa FCC Medio Ambiente, S.A., encar-
gada de la limpieza viaria y recogida de residuos sólidos urba-
nos en las localidades de Vejer, Medina Sidonia-Benalup, San
José del Valle, Paterna de la Rivera y Alcalá de los Gazules
(Cádiz), presta un servicio esencial para la comunidad, cual
es el mantenimiento de la salubridad, y por ello la Admi-
nistración se ve compelida a garantizar dicho servicio esencial
mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto que
la falta de salubridad en la mencionada ciudad, colisiona fron-
talmente con el derecho a la salud proclamado en el artículo
43 de la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto últi-
mo posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2 y 43 de la Constitución; artí-
culo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo
de Gobierno de la Junta de Andalucía de 5 de octubre de
1983 y la doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,


